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 1. Leyes 
   

PRESIDENCIA DE LA ASAMBLEA 
REGIONAL DE MURCIA 

 
Orden de publicación 

 
 Aprobadas por el Pleno de la Cámara, en sesión celebrada el día de la fecha, la “Ley de Autoridad Docente de 
la Región de Murcia” y la “Ley de creación del Colegio Oficial de dietistas-nutricionistas de la Región de Murcia”, 
se ordena por la presente su publicación en el Boletín Oficial de la Asamblea Regional. 
 

Cartagena, 30 de enero de 2013 
EL PRESIDENTE, 

Francisco Celdrán Vidal 
 
 

LEY DE AUTORIDAD DOCENTE DE LA REGIÓN DE MURCIA 
 

Preámbulo 
 
 Las vertiginosas transformaciones de una sociedad cambiante, los nuevos códigos, conceptos y principios que 
cada época genera, así como la falta de los resultados esperados en las leyes que han regido la educación en 
España en las últimas décadas, han dificultado el desarrollo de la actividad educativa de los centros en un 
adecuado ambiente de convivencia y respeto. Un ambiente en el que la figura del docente debe ostentar la 
autoridad necesaria y debe recibir el respeto que su función merece.  
 Ya los artículos 4.2.f y 6.4 de la Ley Orgánica 1/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación, 
establecen que corresponde a los alumnos y a sus padres la obligación de respetar la autoridad del profesor y 
seguir sus indicaciones, cumpliendo las normas de organización, convivencia y disciplina del centro educativo. 
Corresponde asimismo a las administraciones educativas, respecto del profesorado de los centros públicos, 
adoptar las medidas oportunas para garantizar la debida protección y asistencia jurídica, así como la cobertura de 
la responsabilidad civil en relación con los hechos que se deriven de su ejercicio profesional, en cumplimiento de 
lo dispuesto por el artículo 105 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación. 
 La mencionada Ley Orgánica de Educación establece en su artículo 104, apartado 1, que las administraciones 
educativas velarán por que el profesorado reciba el trato, la consideración y el respeto acordes con la importancia 
social de su tarea. Además, la citada ley orgánica señala en dicho precepto que las administraciones educativas 
prestarán una atención prioritaria a la mejora de las condiciones en que el profesorado realiza su trabajo y al 
estímulo de una creciente consideración y reconocimiento social de la función docente. 
 El Decreto 115/2005, de 21 de octubre, estableció las normas de convivencia de los centros docentes 
sostenidos con fondos públicos que imparten enseñanzas escolares en la Región de Murcia, creando un marco 
equilibrado encaminado a mejorar la convivencia que garantiza el ejercicio de los derechos de los alumnos y 
promueve el cumplimiento de sus deberes, junto a otros aspectos como la relevancia de adoptar medidas para 
prevenir conflictos, la tipificación de conductas contra la convivencia y la agilización de los procedimientos 
correctores. 
 Posteriormente, el Decreto 276/2007, de 3 de agosto, reguló el Observatorio para la Convivencia Escolar en la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia como órgano colegiado que sirviera de instrumento a la comunidad 
educativa y a la sociedad para conocer, analizar y evaluar la convivencia en los centros docentes. 
 La presente ley tiene como finalidad potenciar las funciones del docente y reafirmar su figura como pilar 
fundamental del sistema educativo, reconociendo su condición de autoridad pública. A su vez, el artículo 6 de 
este texto establece que los hechos constatados por docentes gozarán de la presunción de veracidad y a este 
respecto quedará garantizada la protección establecida por el ordenamiento jurídico. 
 Los docentes son imprescindibles en la formación de ciudadanos y ciudadanas responsables y prestan un 
servicio esencial que la administración educativa pone a disposición de la ciudadanía. La actividad que realizan 
en el marco del ejercicio del derecho a la educación reconocido en la Constitución, constituye una de las materias 
que afecta a los principios básicos de convivencia en una sociedad democrática. 
 En este sentido, el desarrollo de una sociedad moderna y basada en el conocimiento exige de las figuras que 
representan la autoridad, como garantía de nuestro futuro, no sólo establecer unas relaciones basadas en el 
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diálogo para convencer y resolver conflictos que surjan entre los diferentes miembros de la comunidad educativa, 
sino también el reconocimiento constante, social e institucional de dichas figuras y al mismo tiempo que se 
reconozcan los distintos papeles que cada uno juega, dentro de un marco básico de respeto mutuo.  
 Se impone la necesidad de un refuerzo institucional y legal de la autoridad del docente que estimule al mismo 
tiempo su reconocimiento social para que repercuta en un clima escolar óptimo y proporcione al alumnado los 
valores de respeto y valoración de la labor docente. 
 En definitiva, se trata de una ley cercana a la realidad social actual que trata de aportar soluciones eficaces y 
abrir nuevos espacios a la protección real del docente en los centros educativos, e insta a reconocer, reforzar y 
prestigiar la figura del maestro y profesor con el objetivo prioritario de elevar la calidad y mejora de los resultados 
del sistema educativo actual. Para conseguir este objetivo, la administración educativa impulsará las medidas, 
herramientas e instrumentos necesarios para que el docente pueda desarrollar su trabajo en condiciones óptimas. 
 La Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, en virtud del artículo 16 de la Ley Orgánica 4/1982, de 9 de 
junio, de Estatuto de Autonomía para la Región de Murcia, tiene atribuida la competencia de desarrollo legislativo 
y ejecución de la enseñanza en toda su extensión, niveles y grados, modalidades y especialidades, de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 27 de la Constitución y leyes orgánicas que conforme al apartado 1 del artículo 81 
de la misma lo desarrollen, y sin perjuicio de las facultades que atribuye al Estado el número 30 del apartado 1 del 
artículo 149 y de la alta inspección para su cumplimiento y garantía. 
 La ley se estructura en dos títulos, una disposición adicional, una disposición derogatoria y una disposición 
final. En el título I se definen el objeto y finalidad, los principios generales, el ámbito de aplicación de la norma y 
las características de la función docente. En el título II se delimitan los términos de la autoridad pública del 
docente, la presunción de veracidad y la asistencia jurídica, así como el deber de colaboración y la 
responsabilidad del resto de la comunidad educativa en relación con los docentes. Las restantes disposiciones se 
refieren a la Inspección educativa, la derogación normativa y la entrada en vigor de la presente ley. 
 

TÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

 
Artículo 1. Objeto y finalidad. 
 
 La presente ley tiene por objeto reconocer, fortalecer y garantizar la autoridad del docente y fomentar la 
consideración y el respeto que le son debidos en el ejercicio de sus funciones y responsabilidades, contribuyendo 
así a la mejora de la calidad del sistema educativo y garantizando el derecho a la educación. 
 
Artículo 2. Ámbito de aplicación. 
 
 1. La presente ley será de aplicación en los centros educativos de la Región de Murcia que impartan alguna de 
las enseñanzas correspondientes a los niveles no universitarios establecidas en la Ley Orgánica 2/2006, de 3 
mayo, de Educación. 
 2. Esta aplicación se extenderá tanto a la actividad docente como al resto de actividades complementarias o 
extraescolares que se desarrollan por parte de los centros, así como al conjunto de servicios complementarios 
que se prestan en los mismos.  
 
Artículo 3. Principios generales. 
 
 Los principios generales que inspiran esta ley son: 
 a) El derecho de todos a la educación recogido en el artículo 27.1 de la Constitución española. 
 b) La educación y la formación de calidad como herramientas esenciales para el progreso individual de las 
personas y el futuro de la sociedad. 
 c) La institución educativa como pilar para el aprendizaje de los valores de convivencia, respeto, tolerancia y 
pluralismo. 
 d) La consideración de la función docente como factor esencial de la calidad de la enseñanza y como 
imprescindible en la formación de ciudadanos responsables. 
 e) El docente como figura fundamental en el proceso de aprendizaje y en el desarrollo personal del alumnado, 
con responsabilidad, autoridad y con la autonomía establecida para garantizarlo. 
 f) El respeto a las normas de convivencia de los centros educativos, con los medios adecuados para su 
cumplimiento como base para el desarrollo de la actividad educativa. 
 g) El respeto al ejercicio de todos los derechos y cumplimientos de deberes de todos los miembros de la 
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comunidad educativa, sin más límites que los establecidos por la ley y por el respeto a los derechos individuales y 
colectivos de los otros. 
 
Artículo 4. Derechos en el ejercicio de la función docente. 
 
 El docente, en el desempeño de sus funciones, tendrá derecho a: 
 a) Gozar del respeto y consideración hacia su persona por parte del alumnado, los padres o representantes 
legales y demás miembros de la comunidad educativa. 
 b) Desarrollar su tarea en un clima de orden, disciplina y convivencia que facilite el ejercicio de su labor 
docente, en el que sean respetados sus derechos y los del alumnado. 
 c) Contar con la colaboración de los padres o representantes legales para el cumplimiento de las normas de 
convivencia y para el reconocimiento de su autoridad. 
 d) Tomar decisiones rápidas, proporcionadas y eficaces en el marco de las normas de convivencia del centro, 
que le permitan mantener el ambiente adecuado tanto en las actividades lectivas como en el resto de actividades 
complementarias o extraescolares que se desarrollan por parte de los centros, así como para investigar los 
hechos que lo perturben.  
 e) Disfrutar de la adecuada protección jurídica en el desarrollo de sus funciones docentes. 
 f) Obtener apoyo por parte de la Administración educativa, que impulsará actuaciones para la dignificación 
social de la función docente y velará para que el docente reciba el trato, la consideración y el respeto que merece 
la labor que desempeña. Para ello se impulsarán programas y campañas de promoción y dignificación social del 
profesorado. 
  

TÍTULO II 
PROTECCIÓN JURÍDICA DEL DOCENTE 

 
Artículo 5. Autoridad. 
 
 1. Los docentes, así como los directores y demás miembros de los equipos directivos, tendrán, en el ejercicio 
de las potestades de gobierno, docentes y disciplinarias que tengan atribuidas, la condición de autoridad docente.  
 2. Además, los docentes de centros públicos y privados concertados tendrán, en el ejercicio de esas mismas 
potestades de gobierno, docentes y disciplinarias, la condición de autoridad pública, gozando de la protección y 
asumiendo la responsabilidad atribuidas a tal condición por el ordenamiento jurídico. Esta condición sólo será 
aplicable a los docentes que posean nacionalidad española. 
 
Artículo 6. Presunción de veracidad. 
 
 Los hechos constatados por los docentes, así como por los directores y demás miembros de los equipos 
directivos, en el ejercicio de sus funciones gozarán de presunción de veracidad cuando se formalicen por escrito 
en documento que cuente con los requisitos que por la consejería competente en materia de educación sean 
establecidos reglamentariamente, sin perjuicio de las pruebas o informes que, en defensa de los respectivos 
derechos o intereses, puedan ser aportadas. Cuando la aplicación de este artículo produzca alguna colisión de 
derechos, se resolverá atendiendo al orden jerárquico de los implicados y a las atribuciones propias de la 
Inspección de educación. 
 
Artículo 7. Asistencia jurídica. 
 
 1. La Administración educativa, respecto a los docentes de los centros educativos públicos, adoptará las 
medidas oportunas para garantizar su adecuada protección y asistencia jurídica en los procedimientos que se 
sigan ante cualquier orden jurisdiccional como consecuencia del ejercicio de sus funciones, ya se realicen dentro 
o fuera del recinto educativo.  
 A tal efecto, dicho personal docente gozará del derecho a la representación y defensa en juicio en los términos 
establecidos en el artículo 2.2 de la Ley 4/2004, de 22 de octubre, de Asistencia Jurídica de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia, y en su normativa de desarrollo. 
 2. La responsabilidad civil derivada del ejercicio legítimo de las funciones del profesor, prevista en el artículo 
105.2 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, quedará cubierta por una póliza de responsabilidad civil, 
defensa jurídica y asistencia extrajudicial para el personal docente que preste sus servicios en la consejería 
competente en materia de educación. 
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Artículo 8. Deber de colaboración. 
 
 De acuerdo con la disposición adicional vigesimotercera de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de 
Educación, los centros educativos podrán recabar de los padres y madres o representantes legales, o en su caso 
de las instituciones públicas competentes, la colaboración necesaria para la aplicación de las normas que 
garanticen la convivencia en los centros educativos en relación con la información sobre las circunstancias 
personales, familiares o sociales que concurran en el alumnado, garantizando su confidencialidad, 
proporcionalidad, seguridad y deber de sigilo. 
 
Artículo 9. Responsabilidad y reparación de daños. 
 
 1. El alumnado que, de forma individual o colectiva, cause, de forma intencionada o por negligencia, daños a 
las instalaciones, equipamientos o cualquier otro material del centro educativo, así como a los bienes de los 
miembros de la comunidad educativa, quedará obligado a reparar el daño causado o hacerse cargo del coste 
económico de su reparación o restablecimiento. Asimismo, deberá restituir los bienes sustraídos o reparar 
económicamente el valor de éstos.  
 2. En los casos de agresión física o moral a docentes causada por el alumnado, se deberá reparar el daño 
moral causado mediante la petición de excusas y el reconocimiento de la responsabilidad de los actos, sin 
perjuicio de la responsabilidad civil en que haya podido incurrir. La petición de excusas y el reconocimiento de la 
responsabilidad de los actos por parte del agresor o su inexistencia serán consideradas como circunstancias 
atenuantes o agravantes, actuando en todo caso como un elemento de modulación de la responsabilidad 
disciplinaria del agresor. 
 La concreción de las medidas educativas correctoras o disciplinarias, en consonancia con lo que establezca el 
Reglamento de régimen interno del centro, se efectuará por resolución de la dirección del centro público y por la 
titularidad del centro en el caso de centros privados, teniendo en cuenta las circunstancias personales, familiares 
y sociales, la edad del alumno y la naturaleza de los hechos.  
 En el supuesto de agresiones calificadas como leves, tras la petición de excusas por parte del agresor y su 
aceptación por el ofendido, podrá arbitrarse por los reglamentos de régimen interno de los centros una 
conciliación entre las partes, siguiendo el modelo contemplado por el artículo 19 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 
de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores. 
 3. Lo expuesto en los dos puntos anteriores no excluye la responsabilidad civil o patrimonial, en los términos 
previstos por la legislación vigente, de quienes ejerzan la patria potestad o la tutela de los menores de edad, así 
como los titulares de un centro de enseñanza no superior, respecto de los daños causados por sus alumnos 
menores de edad durante el tiempo en que se hallen bajo el control o vigilancia del profesorado del centro 
desarrollando actividades escolares, extraescolares o complementarias. 
 4. La dirección del centro educativo público o el titular del centro privado comunicará, simultáneamente, al 
Ministerio Fiscal y a la consejería competente en materia de educación, cualquier hecho que pudiera ser 
constitutivo de delito o falta, según las leyes penales vigentes, sin perjuicio de que se adopten las medidas 
cautelares oportunas recogidas en el reglamento de régimen interno del centro. 
 
Artículo 10. Normas de convivencia 
 
 Por vía reglamentaria se procederá a modificar el Decreto 115/2005, de 21 de octubre, por el que se 
establecen las normas de convivencia en los centros docentes sostenidos con fondos públicos que imparten 
enseñanzas escolares, a fin de que los centros docentes adapten sus normas  de convivencia a lo establecido en 
esta ley. 
 
Disposición adicional única. Inspección educativa.  
 
 De acuerdo con lo establecido en el artículo 153 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, los 
inspectores que ejerzan la inspección educativa tendrán, en el desarrollo de sus funciones, la consideración de 
autoridad pública. Así mismo gozarán de presunción de veracidad en el ejercicio de su actividad. 
 
Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 
 
 Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto en esta ley. 
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 En lo que no se oponga a lo dispuesto en esta ley, se mantiene vigente el Decreto 115/2005, de 21 de octubre, 
por el que se establecen las normas de convivencia en los centros docentes sostenidos con fondos públicos que 
imparten enseñanzas escolares. 
 
Disposición final única. Entrada en vigor. 
 
 La presente ley entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el Boletín Oficial de la Región de 
Murcia. 
 
 
LEY DE CREACIÓN DEL COLEGIO OFICIAL DE DIETISTAS-NUTRICIONISTAS DE LA REGIÓN DE MURCIA. 
 

Preámbulo 
 
 La Constitución española, en su artículo 149.1.18, reserva al Estado la competencia sobre el régimen jurídico 
de las administraciones públicas y en el artículo 36 prevé que la ley regulará las particularidades propias del 
régimen jurídico de los colegios profesionales.  
 La normativa estatal en materia de colegios profesionales está contemplada en la Ley 2/1974, de 13 de 
febrero, de Colegios Profesionales, modificada por la Ley 74/78, de 26 de diciembre, y por la Ley 7/1997, de 14 
de abril, de medidas liberalizadoras en materia de suelo y de colegios profesionales. A la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia le corresponde, en virtud del artículo 11.10 del Estatuto de Autonomía, en la redacción 
dada por la Ley Orgánica 4/1994, de 24 de marzo, el desarrollo legislativo y la ejecución en materia de 
corporaciones de derecho público representativas de intereses económicos y profesionales, en el marco de la 
legislación básica del Estado y, en su caso, en los términos que la misma establezca.  
 En uso de estas competencias se promulgó la Ley 6/1999, de 4 de noviembre, de los Colegios Profesionales 
de la Región de Murcia, en cuyo artículo 3 se dispone que la creación de nuevos colegios profesionales y la 
consecuente atribución del régimen y organización colegial a una determinada profesión sólo podrá realizarse por 
ley de la Asamblea Regional, estableciendo su artículo 4 que el anteproyecto de ley se elaborará a petición 
mayoritaria de los profesionales interesados y previa audiencia de los colegios profesionales existentes que 
puedan verse afectados. Al amparo de esta normativa la Asociación Profesional de Dietistas-Nutricionistas de la 
Región de Murcia, mediante asamblea extraordinaria, acordó solicitar formalmente la creación del Colegio 
Profesional de Dietistas-Nutricionistas de la Región de Murcia.  
 La Ley 44/2003, de 21 de noviembre, de Ordenación de las Profesiones Sanitarias, señala en su artículo 2.2.b) 
la Nutrición  Humana y Dietética como una profesión sanitaria titulada de nivel de diplomado. Por su parte, el 
artículo 7.2.g) señala como funciones de los dietistas-nutricionistas las actividades orientadas a la alimentación de 
la persona o de grupos de personas, adecuadas a las necesidades fisiológicas y, en su caso, patológicas de las 
mismas, y de acuerdo con los principios de prevención y salud pública.  
 El Real Decreto 433/1998, de 20 de marzo, establece el título universitario oficial de Diplomado en Nutrición 
Humana y Dietética y las directrices generales propias de los planes de estudios conducentes a su obtención. El 
objetivo que se persigue con el establecimiento de dicha titulación es proporcionar una formación adecuada en 
las bases teóricas y en las técnicas de elaboración de los regímenes alimenticios.  
 Desde el punto de vista del interés público, la creación del Colegio Profesional de Dietistas-Nutricionistas de la 
Región de Murcia, en el que se integren los profesionales que, disponiendo de los conocimientos y titulación 
necesarios y suficientes, ejerzan esta profesión, permitirá dotar a un amplio colectivo de profesionales de una 
organización adecuada, capaz de velar por la defensa de sus intereses y de ordenar el ejercicio de la profesión en 
el territorio de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.  
 
Artículo 1.- Objeto. 
  
 Se crea el Colegio Profesional de Dietistas-Nutricionistas de la Región de Murcia como corporación de 
derecho público con personalidad jurídica propia y plena capacidad para el cumplimiento de sus fines y de 
cuantas funciones le sean propias, de conformidad con lo establecido en la legislación vigente en la materia.  
 
Artículo 2.- Ámbito territorial.  
 
 El Colegio Profesional de Dietistas-Nutricionistas de la Región de Murcia tiene como ámbito territorial el de la 
Región de Murcia.  
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Artículo 3.- Profesionales que agrupa el Colegio.  
 
 1. El Colegio Profesional de Dietistas-Nutricionistas de la Región de Murcia agrupará a aquellos profesionales 
que se encuentren en posesión del título universitario de Diplomado en Nutrición Humana y Dietética o cualquier 
otro título oficialmente homologado o declarado equivalente, así como a aquellas personas a las que resulte 
aplicable el sistema de reconocimiento de su cualificación profesional en virtud de las disposiciones del Derecho 
Comunitario Europeo y la normativa nacional de transposición.  
 2. De conformidad con lo establecido en el artículo 3.2 de la Ley 2/1974, de 13 de febrero, sobre Colegios 
Profesionales, en la redacción dada por la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, la obligatoriedad de la incorporación 
colegial sólo procederá cuando así lo establezca con carácter básico una ley estatal.  
 
Artículo 4.- Relaciones con la Administración regional.  
 
 En todo lo que atañe al contenido de la profesión de dietista-nutricionista, el Colegio Profesional de Dietistas-
Nutricionistas de la Región de Murcia se relacionará con la consejería competente en materia de sanidad, sin 
perjuicio de las funciones atribuidas a la consejería competente en materia de colegios profesionales.  
 
Artículo 5.- Régimen jurídico.  
 
 1. El Colegio Profesional de Dietistas-Nutricionistas se regirá por la legislación de colegios oficiales y 
profesionales, por sus estatutos y, en su caso, por el reglamento de régimen interior.  
 2. Los estatutos regularán aquellas materias que determine la Ley de Colegios Profesionales, observando para 
su elaboración, aprobación o modificación los requisitos que determine la legislación vigente.  
 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
 
Primera  
 
 1. La Asociación de Dietistas-Nutricionistas de la Región de Murcia y la Asociación Profesional de Diplomados 
en Nutrición Humana y Dietética de la Región de Murcia designarán una comisión gestora integrada por un total 
de seis miembros que reúnan los requisitos establecidos en el artículo 3.1, que, en el plazo de seis meses a 
contar desde la entrada en vigor de esta ley, deberá aprobar los estatutos provisionales del Colegio Profesional 
de Dietistas-Nutricionistas de la Región de Murcia. En los estatutos provisionales, que deberán ser aprobados por 
la consejería competente de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia como garantía de legalidad, se 
regulará el censo de dietistas-nutricionistas de la Región de Murcia, así como la convocatoria y el funcionamiento 
de la asamblea colegial constituyente. Los miembros de la comisión gestora serán elegidos por la Asociación de 
Dietistas-Nutricionistas de la Región de Murcia y la Asociación Profesional de Diplomados en Nutrición Humana y 
Dietética de la Región de Murcia, de forma proporcional al número de sus respectivos asociados.  
 2. En los estatutos provisionales se regulará:  
 a) El plazo a contar, desde la notificación a dicha comisión de la aprobación de los estatutos, en el que la 
comisión gestora deberá publicar en el Boletín Oficial de la Región de Murcia y en dos periódicos de amplia 
difusión regional la convocatoria para la inscripción en el censo, de los profesionales que podrán participar en la 
asamblea colegial constituyente. En dicha convocatoria se expresará que, durante el plazo previsto en dichos 
estatutos, los profesionales que reúnan los requisitos para su incorporación al Colegio podrán presentar a la 
comisión gestora la correspondiente solicitud de inscripción en dicho censo, acompañada de la documentación 
académica, fiscal o de seguridad social acreditativa de su titulación y de su domicilio profesional único o principal 
en la Región de Murcia, así como la documentación acreditativa de los demás requisitos que, en su caso, se 
hubieran establecido legal y estatutariamente para la adquisición de la condición de colegiado, incluyendo el 
abono de la cuota de inscripción o colegiación.  
 b) Transcurrido el correspondiente plazo, la comisión procederá a aprobar el censo de profesionales 
colegiados, siendo de aplicación lo establecido en la legislación sobre colegios profesionales y, supletoriamente, 
en la legislación sobre procedimiento administrativo común, así como lo previsto en la normativa de protección de 
datos de carácter personal. 
 c) Contra la aprobación del censo de profesionales, los interesados podrán interponer recurso de alzada ante 
la consejería competente en materia de colegios profesionales. Una vez resueltos, dicha consejería remitirá el 
censo resultante a la comisión gestora para que, en el plazo de un mes, proceda a la convocatoria de la asamblea 
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colegial constituyente, la cual deberá publicarse en el Boletín Oficial de la Región de Murcia y en dos periódicos 
de amplia difusión regional, sin perjuicio de la obligación de notificación a los profesionales inscritos en dicho 
censo.  
 
Segunda  
 
 Las funciones de la asamblea constituyente son: 
 1.- Ratificar a los miembros de su comisión gestora o bien nombrar a los nuevos, y aprobar, si procede, su 
gestión. 
 2.- Aprobar los estatutos definitivos del Colegio. 
 3.- Elegir a las personas que deben ocupar los cargos correspondientes en los órganos colegiales.  
 
Tercera  
 
 Los estatutos definitivos, una vez aprobados, junto con el certificado del acta de la asamblea constituyente, 
deberán remitirse a la consejería competente de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia para su 
aprobación como garantía de legalidad, y, en su caso, ordene su inserción en el Boletín Oficial de la Región de 
Murcia.  
 
Disposición final  
 
 La presente ley entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el Boletín Oficial de la Región de 
Murcia. 
 
 
SECCIÓN “A”, TEXTOS APROBADOS 
 2. Mociones o proposiciones no de ley 
 

PRESIDENCIA DE LA ASAMBLEA 
REGIONAL DE MURCIA 

 
Orden de publicación 

 
 Aprobado por el Pleno de la Cámara, en sesión celebrada el día de la fecha, Estímulo de la iniciativa legislativa 
ante el Gobierno de la nación sobre presentación ante el Congreso de los Diputados del “Proyecto de Ley para el 
equilibrio y la igualdad en la financiación autonómica que modifica la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que 
se regula el sistema de financiación de las comunidades autónomas de régimen común y ciudades con estatuto 
de autonomía, que en anexo se transcribe”, se ordena por la presente su publicación en el Boletín Oficial de la 
Asamblea Regional. 
 

Cartagena, 30 de enero de 2013 
EL PRESIDENTE, 

Francisco Celdrán Vidal 
 
ESTÍMULO DE LA INICIATIVA LEGISLATIVA DEL GOBIERNO DE LA NACIÓN, SOBRE PRESENTACIÓN 
DEL “PROYECTO DE LEY PARA EL EQUILIBRIO Y LA IGUALDAD EN LA FINANCIACIÓN AUTONÓMICA 
QUE MODIFICA LA LEY 22/2009, DE 18 DE DICIEMBRE, POR LA QUE SE REGULA EL SISTEMA DE 
FINANCIACIÓN DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS DE RÉGIMEN COMÚN Y CIUDADES CON 
ESTATUTO DE AUTONOMÍA, QUE EN ANEXO SE TRANSCRIBE. 
 

ANEXO 
 

PROYECTO DE LEY PARA EL EQUILIBRIO Y LA IGUALDAD EN LA FINANCIACIÓN AUTONÓMICA QUE 
MODIFICA LA LEY 22/2009, DE 18 DE DICIEMBRE, POR LA QUE SE REGULA EL SISTEMA DE 
FINANCIACIÓN DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS DE RÉGIMEN COMÚN Y CIUDADES CON ESTATUTO 
DE AUTONOMÍA.  
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Exposición de motivos 
 
 La Ley para el equilibrio y la igualdad en la financiación autonómica que se aprueba, modifica la Ley 22/2009, 
de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de las comunidades autónomas de régimen 
común y ciudades con estatuto de autonomía y que configura el marco vigente de regulación de los recursos y 
mecanismos financieros que deben garantizar la suficiencia de las comunidades autónomas para la prestación de 
los servicios públicos cuya gestión tienen transferida. La Ley 22/2009, se decía, tenía dos objetivos 
fundamentales: que todas las comunidades autónomas pudieran contar con más recursos y que todos los 
ciudadanos tuvieran garantizada la igualdad en los servicios públicos fundamentales -sanidad, educación y 
servicios sociales- fuera cual fuera la comunidad autónoma en la que residieran. La regulación de estos recursos 
financieros es, en algunos casos, como mínimo, ambigua, lo que puede llevar a interpretaciones de la norma 
alejadas del Acuerdo para la Reforma del Sistema de Financiación de las Comunidades Autónomas de Régimen 
Común y Ciudades con Estatuto de Autonomía, de fecha 12 de julio de 2009, que sirvió de base para la 
regulación legal posterior, e incluso entrar en franca contradicción con los objetivos que, supuestamente, se 
buscaban, como así ha venido a suceder a la postre poniendo en peligro la prestación de los servicios públicos 
básicos.  
 La causa última que fundamentaba la revisión del sistema de financiación debería haber sido la de atender las 
necesidades financieras derivadas de un intenso y asimétrico crecimiento de la población en España, desde 2004 
en la Región de Murcia no se contabilizaban cerca de 350.000 ciudadanos. Al no hacerlo así, la Región de Murcia 
quedó especialmente perjudicada, primero con una financiación per cápita por debajo de la media de las 
comunidades autónomas en 3.7 puntos, muy por debajo de la financiación per cápita de otras comunidades 
uniprovinciales donde no ha crecido la población como en nuestra región, y en segundo lugar porque el Gobierno 
de España aún olvida a un número importante de ciudadanos de esta región, 55.000, que no perciben 
financiación y a los que deben prestarse servicios públicos. 
 Para profundizar en el problema financiero de las comunidades autónomas, la Ley 39/2010, de 22 de 
diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2011, que debía, en desarrollo de las anteriores 
disposiciones, dotar presupuestariamente de los recursos financieros correspondientes al año 2011, y sin 
embargo, por la interpretación que se ha dado a determinados preceptos de la Ley 22/2009, en concreto a los que 
articulan la revisión del Fondo de Suficiencia Global, y las entregas a cuenta de los anticipos de los fondos y 
recursos adicionales de la ley, ha privado a las comunidades autónomas de la disposición de importantes 
recursos para la financiación de las políticas públicas de las que son competentes. Por tanto, procede la adopción 
de medidas normativas, en el ámbito de la Ley 22/2009, que clarifiquen la aplicación de estos recursos 
financieros, que restituyan lo que se ha dejado de presupuestar y que aseguren la financiación suficiente para la 
prestación de los servicios públicos esenciales.  
 La presente ley se compone de cinco artículos que, por un lado, corrigen las ambigüedades de las que se ha 
servido el Gobierno de la nación para dotar a algunas de las comunidades autónomas de menores fondos que los 
inicialmente previstos para ellas, y que, por otro, solventan las discriminaciones en cuanto a financiación per 
cápita de que han sido objeto algunas comunidades, especialmente la Región de Murcia. El primer artículo 
modifica el 21 de la Ley 22/2009, para aclarar los motivos para la revisión del Fondo de Suficiencia Global. Este 
artículo se ve complementado por los artículos 2 y 3, que establecen con total claridad el momento para realizar 
esa revisión, en los años 2009 y 2010. La Ley 39/2010 ha anticipado la revisión del año 2009 al año 2011, al 
descontar las variaciones en los tipos estatales de los Impuestos Especiales de Fabricación e IVA antes de la 
aprobación de la liquidación definitiva del año 2009, circunstancia que se podría repetir en 2012 respecto de la 
liquidación definitiva de 2010. 
 El artículo 4 modifica la disposición adicional tercera de la Ley 22/2009. Mediante esta redacción se persigue 
el cumplimiento del Acuerdo de la Asamblea Regional de Murcia de 30 de junio de 2009, que en su apartado 6º 
recoge que el nuevo modelo debe establecer que el resultado financiero global de su aplicación garantice una 
financiación per cápita no inferior a la media en el año base que se considere, y garantizarlo efectivamente al 
menos en los dos primeros años de aplicación del mismo. La dotación de recursos adicionales para garantizar la 
financiación per cápita media se incluye en la citada disposición adicional, con el límite de la financiación per 
cápita media en términos de habitante ajustado, variable poblacional adoptada en el modelo. 
 El artículo 5 explicita la aplicación de las entregas a cuenta de los recursos y fondos adicionales del modelo, 
recogidas en la disposición transitoria segunda de la Ley 22/2009, de acuerdo con la gradualidad del mismo. En la 
Ley 39/2010 no se ha dotado cantidad alguna en concepto de entregas a cuenta por estos conceptos. 
  
 Artículo 1. Se da nueva redacción al artículo 21 de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el 
sistema de financiación de las comunidades autónomas de régimen común y ciudades con estatuto de autonomía 
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y se modifican determinadas normas tributarias, que queda redactado de la siguiente forma: 
 
 "Artículo 21. Revisión del Fondo de Suficiencia Global.  
 Serán causa de revisión del valor del Fondo de Suficiencia Global en el año base, las siguientes: 
 1. Traspaso de nuevos servicios, ampliaciones o revisiones de valoraciones de traspasos anteriores, 
acordados por la respectiva Comisión Mixta y aprobados por Real Decreto. La revisión se hará de oficio por el 
Ministerio de Economía y Hacienda, de acuerdo con la valoración del traspaso referida al año base que se recoja 
en el respectivo Real Decreto. Dicha revisión producirá efectos desde el comienzo del ejercicio siguiente a la 
aprobación del Real Decreto de traspaso, siempre y cuando la publicación de éste se haya realizado antes de la 
aprobación por el Gobierno del proyecto de ley de presupuestos generales del Estado. En cualquier caso, dado 
que, en el momento del traspaso, el ITE que se aplica para convertir en valores del año base 2007 el coste 
efectivo es provisional, el valor definitivo de la revisión del Fondo de Suficiencia Global ocasionada por el traspaso 
se ajustará una vez que se conozca el valor definitivo del ITE correspondiente al año del traspaso. 
 2. Efectividad de cesión de tributos de acuerdo con las reglas establecidas en la ley reguladora de la misma. 
Para que la revisión se efectúe deberá ser acordada por la respectiva Comisión Mixta, de acuerdo con el valor 
estimado que hubiera tenido la recaudación en la comunidad autónoma o ciudad con estatuto de autonomía del 
tributo que se cede, en el año base.  
 El nuevo valor obtenido por el Fondo de Suficiencia Global producirá efectos desde el comienzo del ejercicio 
siguiente a aquel en que se haya efectuado su revisión.  
 A efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, en el caso de tributos que no existan en el año base, la 
recaudación en la comunidad autónoma o ciudad con estatuto de autonomía del tributo que se cede, en ese año 
base, será la correspondiente al año de efectividad de la cesión, deflactada al ITE que se aplica para actualizar su 
Fondo de Suficiencia Global.  
 Las variaciones en los tipos impositivos estatales de los Impuestos Especiales de Fabricación e IVA 
determinarán una revisión del Fondo de Suficiencia Global por el importe del incremento o bajada de recaudación 
definitiva para cada comunidad autónoma o ciudad con estatuto de autonomía. Dicha revisión se hará por el 
Ministerio de Economía y Hacienda de oficio, sin que sea preciso acuerdo en las comisiones mixtas, a estos 
efectos.” 
  Artículo 2. Se da nueva redacción al artículo 10.2 de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se 
regula el sistema de financiación de las comunidades autónomas de régimen común y ciudades con estatuto de 
autonomía y se modifican determinadas normas tributarias, que queda redactado de la siguiente forma: 
 “2. Como consecuencia de lo señalado en el artículo 5, la determinación del Fondo de Suficiencia Global de 
cada comunidad autónoma en el año base se realizará inicialmente de forma provisional sin perjuicio de una 
primera regularización cuando se conozcan las variables y los recursos necesarios para determinar el 
cumplimiento del objetivo señalado en el mencionado artículo. Dicha regularización se realizará una vez sea 
practicada la liquidación definitiva del ejercicio 2009. El nuevo valor del Fondo de Suficiencia Global producirá 
efectos desde el comienzo del ejercicio siguiente a aquel en que se haya realizado su regularización. 
 Para el cumplimiento de lo señalado en el párrafo anterior, se parte de las necesidades globales de 
financiación de cada comunidad autónoma en el año 2009, representadas por el cumplimiento del objetivo 
señalado en el artículo 5. Se comparan dichas necesidades globales de financiación con la suma de la capacidad 
tributaria y de la transferencia positiva o negativa del Fondo de Garantía de Servicios Públicos Fundamentales 
que corresponden a cada comunidad autónoma en sus valores del año 2009, con arreglo a lo establecido en este 
título. Por diferencia se obtiene el Fondo de Suficiencia Global de la Comunidad Autónoma en el año 2009, cuyo 
importe se convierte a valores del año base, mediante la aplicación de la variación entre el ITE 2009 y el ITE 
2007, determinados con arreglo a lo establecido en el artículo 20. 
 Artículo 3. Se da nueva redacción al artículo 10.3 de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula 
el sistema de financiación de las comunidades autónomas de régimen común y ciudades con estatuto de 
autonomía y se modifican determinadas normas tributarias, que queda redactado de la siguiente forma:  
 “3. En el momento de la incorporación de los recursos adicionales descritos en el artículo 6 a las necesidades 
globales de financiación y como consecuencia de la inclusión de estos recursos en la aportación del Estado al 
Fondo de Garantía en el año base, se procederá a determinar el Fondo de Suficiencia Global de cada comunidad 
autónoma para el año 2010, regularizándose definitivamente el correspondiente al año base. Dicha regularización 
se realizará una vez sea practicada la liquidación definitiva del ejercicio 2010. El nuevo valor del Fondo de 
Suficiencia Global producirá efectos desde el comienzo del ejercicio siguiente a aquel en que se haya realizado 
su regularización. 
 Para el cumplimiento de lo señalado en el párrafo anterior se parte de las necesidades globales de 
financiación de cada comunidad autónoma correspondientes al año 2010, una vez incrementadas con los 
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recursos adicionales establecidos en el artículo 6. Se comparan dichas necesidades globales de financiación con 
la suma de la capacidad tributaria y de la transferencia positiva o negativa del Fondo de Garantía de Servicios 
Públicos Fundamentales que corresponden a cada comunidad autónoma en sus valores del año 2010, calculada 
esta última a partir de la aportación definitiva del Estado al Fondo de Garantía en el año base, descrita en el 
último párrafo de la letra a) del artículo 9. Por diferencia se obtiene el Fondo de Suficiencia Global de la 
Comunidad Autónoma en el año 2010, cuyo importe se convierte a valores del año base, mediante la aplicación 
de la variación entre el ITE 2010 y el ITE 2007, determinados con arreglo a lo establecido en el artículo 20.”  
  
 Artículo 4. Se da nueva redacción a la disposición adicional tercera de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por 
la que se regula el sistema de financiación de las comunidades autónomas de régimen común y ciudades con 
estatuto de autonomía y se modifican determinadas normas tributarias, que queda redactada de la siguiente 
forma: 
  "Disposición adicional tercera. Resultado de la aplicación del Fondo de Competitividad.  
 1. A lo largo de la vigencia del presente sistema, se tendrá en cuenta la situación de aquellas comunidades 
autónomas en las que puedan coincidir transferencias negativas del Fondo de Garantía de Servicios Públicos 
Fundamentales con Fondo de Suficiencia Global negativo y no alcancen, después de la aplicación del Fondo de 
Competitividad, la financiación per cápita media en términos de habitante ajustado.  
 En el supuesto de que en estas comunidades autónomas el índice de financiación descrito en el apartado 5 del 
artículo 23 de esta ley no alcance la unidad después de haberse repartido la totalidad de los recursos del Fondo 
de Competitividad, el Estado establecerá la compensación teniendo como límite el importe del Fondo de 
Suficiencia Global negativo.  
 2. En el supuesto de comunidades autónomas que participen en el Fondo de Cooperación, regulado en el 
artículo 24 de esta ley, y no alcancen, después de la aplicación del Fondo de Competitividad, la financiación per 
cápita media en términos de habitante ajustado, el Estado establecerá la correspondiente compensación teniendo 
como límite la financiación per cápita media en términos de habitante ajustado."  
  Artículo 5. Se da nueva redacción a la disposición transitoria segunda de la Ley 22/2009, de 18 de 
diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de las comunidades autónomas de régimen común y 
ciudades con estatuto de autonomía y se modifican determinadas normas tributarias, que queda redactada de la 
siguiente forma: 
 "Disposición transitoria segunda. Anticipos en 2009, 2010 y 2011. 
 El ministro de Economía y Hacienda acordará la concesión de anticipos en 2009, 2010 y 2011, a cuenta de los 
fondos y recursos adicionales, una vez que las comunidades autónomas y ciudades con estatuto de autonomía lo 
hayan aceptado en Comisión Mixta, con objeto de que puedan recibir, en cada uno de los años anteriormente 
citados, los recursos adicionales con la gradualidad correspondiente a los porcentajes del 70%, 85% y 100% 
respectivamente.  
 Dichos anticipos podrán revestir la forma de anticipos de tesorería.  
 Estos anticipos se cancelarán en el momento en que se practiquen las liquidaciones definitivas de los recursos 
del sistema de financiación correspondiente al ejercicio respeto al que fueron concedidos. 
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